Impugnación de Tutela 

66170-31-05-002-2020-00040-01

María Lisidia Hernández Galeano vs. Colpensiones


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Asunto: 

Impugnación


Trámite: 

Acción de Tutela

Accionante: 

María Lisidia Hernández Galeano

Accionado:

Administradora Colombiana de Pensiones- Colpensiones

Radicación Nro.:
66001-31-05-002-2020-00040-01

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / REVISIÓN DE LA CALIFICACIÓN DE PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL / DEBIDO PROCESO / NOTIFICACIÓN DE LA INICIACIÓN DEL TRÁMITE A LA PERSONA INTERESADA / SUSPENSION DEL PAGO DE LA PENSIÓN DE INVALIDEZ.
No cabe duda que son fundamentales los derechos al mínimo vital, seguridad social, dignidad humana, igualdad y debido proceso. Ahora, de los hechos de la tutela también se desprende el derecho de petición. 

Frente a este último, se resalta que la Honorable Corte Constitucional ha manifestado:

“Cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo…”
El artículo 44 de la Ley 100 de 1993 dispone que “El estado de invalidez podrá revisarse”: a) por solicitud de la entidad de seguridad social para ratificar, modificar o dejar sin efectos el dictamen que sirvió para el reconocimiento de la pensión…

En el evento del literal a), el pensionado tendrá 3 meses contados a partir de la fecha para someterse a la respectiva revisión, pero en caso de no comparecer o impedir la misma, se suspenderá el pago de la prestación…

… sin ninguna hesitación esta Sala puede concluir que Colpensiones omitió adelantar el trámite de revisión de PCL con estricto apego a las normas que regulan tal procedimiento, quebrantando así el derecho al debido proceso de la señora María Lisidia Hernández Galeano, quien no tuvo la oportunidad de participar en el mismo…
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RAMA JUDICIAL

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA SEGUNDA DE DECISIÓN LABORAL

MAGISTRADA PONENTE: OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Pereira, Risaralda, cinco (05) de marzo de dos mil veinte (2020)

Acta número 42 de 05-03-2020
Decide la Sala la impugnación de la sentencia proferida el 11/02/2020 por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, Risaralda, dentro de la acción de tutela instaurada por la señora María Lisidia Hernández Galeano, identificada con cédula de ciudadanía No. 38.893.669, residente en la manzana B TO 6 Apartamento 104 Barrio Multifamiliar, la Giralda de Dosquebradas, Risaralda, quién actúa a través de apoderado judicial en contra de la Administradora Colombiana de Pensiones- Colpensiones.
ANTECEDENTES

1. Derechos fundamentales invocados, pretensión y hechos relevantes 
Quien promueve el amparo pretende que se le tutele los derechos al mínimo vital, seguridad social, dignidad humana, igualdad y debido proceso. En consecuencia, se ordene a Colpensiones reactive el pago de su mesada pensional.
Narró la accionante que: i) el 28/04/2012 fue calificada con una PCL del 52.23% y fecha de estructuración el 02/12/2013 de origen común; razón por la cual a través de la Resolución GNR 326478 de 19/09/2014 la demandada le reconoció la pensión de invalidez; ii) en el mes de enero de 2020 le fue suspendida la mesada pensional por cuanto no se había presentado ante la entidad para el proceso de revisión de su estado de invalidez; iii) el 14/01/2020 solicitó la revisión y aportó la documentación necesaria, así como las constancias de notificación al requerimiento efectuado en su primera oportunidad.
iv) el 28/01/2020 Colpensiones le contestó haciendo referencia a que el 15/01/2020 le había solicitado una documentación adicional, sin darle copia de la documentación requerida; v) con la suspensión de la mesada pensional le han ocasionado un perjuicio irremediable, pues el servicio de salud de ella y de su hija fue interrumpido; situación que ha puesto en riesgo la vida de su hija, quién está en proceso de valoración por mastología, en razón a un tumor que viene padeciendo.

2. Pronunciamiento de la accionada 
Colpensiones solicitó que se declare improcedente el amparo pretendido y para ello argumentó que la actora inició trámite para la revisión de su estado de invalidez mediante radicado No. 2020_486475 de 14/01/2020, por lo que dicha entidad le requirió documentación adicional a través de oficio No. BZ2020_486475-0117384 de 15/01/2020, sin que la demandante hubiera aportado la historia clínica y demás insumos para la valoración de la PCL o solicitado la prórroga del término.
3. Sentencia impugnada 
El Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira tuteló los derechos fundamentales al mínimo vital, seguridad social, dignidad humana, igualdad y debido proceso de la señora María Lisidia Hernández Galeano y, en consecuencia, ordenó a Colpensiones para que reactivara en nómina de pensionados a la actora, disponiendo el pago de las mesadas pensionales adeudadas y reinicie de nuevo el proceso de revisión del estado de invalidez.
Para arribar a dicha determinación, consideró que si bien la entidad demandada en uso de las facultades conferidas por el artículo 44 de la Ley 100 de 1993 podía revisar los estados de invalidez de los pensionados, también era cierto que no milita en el plenario prueba que acreditara que le fue remitida al domicilio de la demandante la citación para que se hiciera parte en el proceso de revisión y así aportara la documentación necesaria para su nueva valoración, pues tan solo obra la notificación por aviso en la que aparece una reseña “devuelto después de varios intentos”, sin tener certeza de esa circunstancia.
4. Impugnación 
Colpensiones inconforme con la decisión solicitó su revocatoria, para lo cual indicó los mismo argumentos de la contestación del escrito de tutela; además, por error entre sus consideraciones señaló situaciones fácticas que no tienen relación con los sujetos procesales aquí vinculados.
CONSIDERACIONES

1. Competencia

Este Tribunal es competente para conocer de la presente acción, al ser superior del Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, Risaralda, quien profirió la decisión.

2. Problema jurídico

En atención a lo expuesto por el accionante, la Sala se formula el siguiente interrogante:

¿La accionada vulneró a la señora María Lisidia Hernández Galeano sus derechos fundamentales al suspenderle la mesada pensional, en virtud a su no comparecencia al trámite de revisión de la pérdida de capacidad laboral? 

Previamente se verificará si se cumple con los requisitos de procedibilidad de la acción de tutela.

2. Requisitos de procedencia de la tutela 

Se tiene como requisitos generales de procedencia de la acción de tutela, según el artículo 86 de la Constitución Política y el Decreto 2591 de 1991: i) la presunta vulneración de un derecho fundamental por acción u omisión de una autoridad pública y en algunos casos por particulares, ii) legitimación por activa y por pasiva de los accionados, iii) la inmediatez y iv) subsidiariedad
.

2.1. Legitimación

Está legitimada por activa la señora María Lisidia Hernández Galeano, al ser la titular de los derechos fundamentales al mínimo vital, seguridad social, dignidad humana, igualdad y debido proceso e interesada en el pago de su mesada pensional y, Colpensiones por ser la entidad responsable de cancelar la pensión de invalidez y de haber iniciado el trámite de revisión de la PCL.

2.2. Inmediatez

En relación con la inmediatez, se encuentra satisfecha por cuanto desde la petición que elevó la actora para conocer la razón por la que le fue suspendida el pago de su mesada pensional (14/01/2020) y la interposición de la tutela (31/01/2020), ha pasado menos de un mes, lapso que se considera razonable para incoar el amparo.

2.3. Derechos fundamentales y subsidiariedad
No cabe duda que son fundamentales los derechos al mínimo vital, seguridad social, dignidad humana, igualdad y debido proceso. Ahora, de los hechos de la tutela también se desprende el derecho de petición. 

Frente a este último, se resalta que la Honorable Corte Constitucional ha manifestado:

“Cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo. Por esta razón, quien encuentre que la debida resolución a su derecho de petición no fue producida o comunicada dentro de los términos que la ley señala, esto es, que se quebrantó su garantía fundamental, puede acudir directamente a la acción de amparo constitucional.”
Así se tienen satisfechos estos últimos presupuestos.

3. Solución al interrogante planteado

3.1. Fundamento Jurídico

3.1.1. Seguridad Social

Es menester precisar que el artículo 48 de la C.N., consagra el derecho a la seguridad social que tiene una doble connotación, como servicio público de carácter obligatorio cuya cobertura se encuentra en cabeza del Estado bajo los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad y como derecho fundamental que debe garantizarse a todos los habitantes y está intrínsecamente ligado a la dignidad humana; motivo por el cual, su materialización se ve reflejado en el Sistema General de Seguridad Social, en el presente caso, en Pensiones cuya finalidad es garantizar el amparo contra las contingencias derivadas de la vejez, la invalidez y la muerte mediante el reconocimiento de las prestaciones propias del sistema
.
3.1.2. Debido Proceso

El debido proceso es un derecho fundamental que tiene como fin garantizar la preservación y efectiva realización de la justicia material; por lo tanto, debe ser respetado, tanto en las actuaciones de carácter administrativo como judicial, por lo que las autoridades tienen la obligación de ajustar su accionar conforme a los procedimientos contemplados para cada trámite; es decir, asegurar el cumplimiento de cada una de las etapas establecidas
.
3.1.3. Derecho de petición

El artículo 23 de la Constitución Nacional consagra este derecho, el que fue desarrollado por la actual Ley estatutaria 1755 de 2015 promulgada el 30-06-2015.

Sobre este derecho la Jurisprudencia Constitucional tiene dicho de manera reiterada (2018)
, que el derecho de petición exige concretarse en una pronta y oportuna respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, sin importar que la misma sea favorable a los intereses del peticionario y escrita, pero en todo caso debe acreditarse que fue oportuna la solicitud “(…) la respuesta debe resolver de fondo el asunto solicitado. Además de ello, debe ser clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado; y iii) debe de ser puesta en conocimiento del peticionario”.

En cuanto al término con que cuentan las entidades para resolver las peticiones que se les formulen, salvo norma especial, es de quince (15) días, contados a partir del día siguiente a su recepción y en el caso de las peticiones de información son diez (10) días, según el artículo 14 de la Ley estatutaria 1755 de 2015, pero en caso de estar incompleta, la autoridad podrá requerir al peticionario para que dentro de los 10 días siguientes a la fecha de radicación del escrito la complete en el término máximo de un mes (artículo 17 ibidem), en caso negativo se entenderá desistida la solicitud, salvo que pida prórroga.  

3.1.4. Revisión de la Calificación de Pérdida de Capacidad Laboral

El artículo 44 de la Ley 100 de 1993 dispone que “El estado de invalidez podrá revisarse”: a) por solicitud de la entidad de seguridad social para ratificar, modificar o dejar sin efectos el dictamen que sirvió para el reconocimiento de la pensión o b) por petición del pensionado en cualquier tiempo y a su costa.

En el evento del literal a), el pensionado tendrá 3 meses contados a partir de la fecha para someterse a la respectiva revisión, pero en caso de no comparecer o impedir la misma, se suspenderá el pago de la prestación y prescribirá si no concurre dentro de los 12 meses siguientes.
3.2. Fundamento Fáctico

Al punto, conviene precisar que en este caso se advierte la vulneración al derecho al debido proceso de la demandante, en tanto ninguna prueba obra en el expediente que acredite que fue notificada del proceso de revisión de su PCL iniciado por Colpensiones.

En efecto, según la demandada la empresa de correo le certificó la devolución de la comunicación remitida al domicilio de la demandante con ocasión del proceso de revisión iniciado, por lo que decidió notificarla mediante aviso, como se desprende del oficio No. BZ2020_591395-0114175 de 28/01/2020 (fls. 89 y 90, cdno 1); actuación que se llevó a cabo como da cuenta el documento denominado “Comunicación citación revisión del estado de invalidez” de fecha del 26/02/2019 por medio del cual se notificó por aviso el trámite de revisión y en el que aparece consignado en lo que importa al proceso, el nombre de la demandante, la fecha de devolución (28/07/2018) y la observación de “Devuelta después de varios intentos” (fl. 91, cdno 1).
De lo atrás expuesto, en principio se podría concluir que Colpensiones dio cabal cumplimiento a lo regulado por el artículo 44 de la Ley 100 de 1993, sino fuera porque esta Colegiatura no tiene certeza de la remisión de la citación al domicilio de la demandante, pues ninguna prueba se aportó al expediente que permitiera conocer los motivos por los cuales no se pudo entregar la comunicación para que procediera la notificación por aviso como lo regula el artículo 69 del CPACA, sin que sea suficiente la sola manifestación de la demandada en el escrito visible a folio 91 para tener por cierto tal situación.

Por lo que ante la falta de conocimiento de la actora del trámite iniciado para la revisión de su PCL, no puede concluirse que ella se rehusó ante el llamado al cumplimiento de sus obligaciones para derivar en una suspensión del pago de la mesada pensional, pues no puede reprochársele la omisión en la realización de una conducta cuando esta le era ajena, poniendo en riesgo sus derechos al mínimo vital, a la seguridad social y la salud, cuando no se cumplió la finalidad de la citación, que no es otra que lograr que el destinatario concurra al proceso; máxime que el requerimiento que se le hiciera mediante el oficio BZ2020_486475-0117384 del 15/01/2020 (fl. 95, cdno 1) se efectúo al margen del procedimiento para la revisión de su PCL, pues data de fecha posterior a la suspensión de la prestación económica, por lo que la presunta desatención en llevar los documentos solicitados, no puede justificar una actuación administrativa asumida con anterioridad.
En ese sentido, sin ninguna hesitación esta Sala puede concluir que Colpensiones omitió adelantar el trámite de revisión de PCL con estricto apego a las normas que regulan tal procedimiento, quebrantando así el derecho al debido proceso de la señora María Lisidia Hernández Galeano, quien no tuvo la oportunidad de participar en el mismo, poniendo en riesgo no solo su vida al ser una persona que padece una PCL superior al 50% y que no devenga otro ingreso para subsistir, sino también los derechos de un tercero como son su hija que padece de una enfermedad y que requiere de atención en salud, lo que se vería afectada de continuar con la suspensión del pago de la prestación económica reconocida, que implicó a su vez la suspensión de los servicios de salud por falta de pago a la EPS.
Así las cosas, había lugar a tutelar los derechos como acertadamente lo señaló la a quo en primera instancia.

Por último, se observa que la petición presentada el 14/01/2020 por la demandante no fue para iniciar el proceso de revisión de su PCL, sino para que le informaran los motivos por los cuales le habían suspendido el pago de la mesada pensional y en el que requirió copia de las constancias de notificación (fl. 19, cdno 1), por lo que la respuesta emitida mediante oficio BZ2020_486475-0117384 de 15/01/2020 está incompleta, pues si bien le informa la razón por la cual se suspendió el pago de la mesada pensional, no se le entregó la documentación solicitada, lo que vulneró el derecho de petición, sin que Colpensiones hubiera demostrado las circunstancias que le impidieron aportar lo pretendido por la accionante o exponer los motivos para no hacerlo, por lo que respecto de este aspecto había lugar a tutelar los derechos de la actora.

Sin que haya lugar adicionar la sentencia de primera instancia para amparar este derecho y su consecuente orden, pues lo dispuesto por la primera instancia de reanudar el pago y reiniciar el proceso de revisión de su estado de invalidez es suficiente para amparar los derechos vulnerados a la actora.
CONCLUSIÓN

A tono con lo expuesto, se confirmará la sentencia de primera instancia en los términos atrás referidos.

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda - Sala Segunda de Decisión, administrando justicia en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución,

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de 11 de febrero de 2020 proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, Risaralda dentro de la presente tutela presentada por María Lisidia Hernández Galeano, identificada con cédula de ciudadanía No. 38.893.669, quién actúa a través de apoderado judicial en contra de la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones, por lo expuesto en la parte motiva.

SEGUNDO: COMUNICAR esta decisión a las partes e intervinientes en el término de Ley y al juzgado de origen.

TERCERO: REMITIR el expediente a la honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase,

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Magistrada Ponente 

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado
� Corte Constitucional. Sentencia T-275 de 12-04-2012. M.P. Juan Carlos Henao Pérez.
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� Corte Constitucional. Sentencia T-077-2018. M.P. Antonio José Lizarazo Ocampo.
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